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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del P. de la C. 750, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación con enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA


El Proyecto de la Cámara 750 pretende adicionar un nuevo inciso (j) al Artículo 5.04, de la Ley 20-2017, según enmendada, conocida como “Ley del Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico”, y un nuevo inciso (k) al Artículo 25, del Plan de Reorganización Núm. 2 de 21 de Noviembre de 2011, según enmendado, conocido como “Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 2011”, con el propósito de aunar esfuerzos compatibles entre sí, que propicien la maximización en el tiempo de respuesta ante una llamada de emergencia relacionada a los participantes del Programa de Servicios con Antelación al Juicio y las violaciones de órdenes de protección, entre otros fines relacionados.
INTRODUCCIÓN


Esta pieza legislativa tiene el propósito de enmendar el Artículo 5.04 de la Ley 20-2017, según enmendada, conocida como “Ley del Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico” (en adelante, Ley 20-2017) y el Artículo 25 del Plan de Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 2011, según enmendado (en adelante, Plan 2-2011) a los fines de maximizar el tiempo de respuesta entre la transmisión de información interagencial y por consiguiente, la llegada del Negociado de la Policía de Puerto Rico al lugar donde esté surgiendo la emergencia. 


Según establece la Exposición de Motivos de la medida, los procesos administrativos del Programa de Servicios con Antelación al Juicio (en adelante, PSAJ) y el Negociado de Sistemas de Emergencias 9-1-1 (en adelante, Negociado) no comparten bancos de información entre sí. Por lo que, en las instancias en las cuales surge una violación de las condiciones de una orden de protección por parte de un participante del PSAJ, los agentes de investigaciones y arrestos sólo tienen la opción disponible de llamar al Negociado y proveerle toda la información del caso, para que entonces, los operadores de emergencia puedan transmitir la información al Negociado de la Policía de Puerto Rico.

Por tanto, la finalidad de la enmienda que propone esta pieza legislativa a la Ley 20-2017, según enmendada y al Plan 2-2011 es agilizar la transferencia e interconexión interagencial de la información entre los operadores del Negociado y el PSAJ.
AnÁlisis de la Medida


La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veteranos, en aras de atender su responsabilidad y deber ministerial en el estudio y evaluación del P. de la C. 750, solicitó diversos Memoriales Explicativos para llevar a cabo el proceso de análisis de la medida. Como resultado de ello, se recibieron y examinaron los Memoriales Explicativos del Departamento de Seguridad Pública (en adelante, DSP), el Departamento de Justicia (en adelante, DJ) y el Departamento de Corrección y Rehabilitación (en adelante, DCR).
DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA

El DSP expone en sus comentarios sobre el P. de la C. 750 que la Ley 20-2017, creó dicho Departamento con la finalidad de reorganizar, reformar, modernizar y fortalecer los instrumentos de seguridad pública a nivel estatal incrementando su capacidad, eficiencia y efectividad. Dentro de su sombrilla organizacional se encuentra el Negociado de Sistemas de Emergencias 9-1-1. Éste, en cuanto a sus principales roles, dirige y administra la prestación del servicio de atención de llamadas del público al      9-1-1 y la distribución de dichas llamadas a los Negociados del DSP, otras agencias o instrumentalidades, proveedores de servicios de emergencias o cualquiera otro que sean autorizados por el Departamento para su eficaz atención. 
Sostiene, entre otras cosas, que el Sistema 9-1-1 está integrado por una red de agencias estatales y municipales, que laboran de forma coordinada para responder a las emergencias que son reportadas a través de dicho Sistema. El Centro de Recepción de Llamadas del Sistema 9-1-1 recibe las llamadas de emergencias para su atención y respuesta en primera instancia y se activa una o más agencias de respuesta para el despacho de unidades al lugar de los hechos. Una vez se transfiere la llamada de emergencia, la agencia de respuesta o municipio tiene la responsabilidad de tomar control despachando sus unidades de respuesta, así como acudir al lugar de la emergencia con los recursos adiestrados para brindar los servicios de atención. 

Ahora bien, sostiene el DSP que el Sistema 9-1-1 fue creado en virtud de estatutos federales, por lo que, opera con recursos propios provenientes del cargo a la telefonía celular, comercial y residencial en Puerto Rico. Esto representa, la autonomía fiscal de dicho Negociado separado e independiente de cualesquiera dineros del Fondo General del Gobierno de Puerto Rico. Y es fundamental debido a que, según explican, la consecuencia directa de utilizar fondos del sistema de emergencia en prácticas alejadas a la atención de la llamada de emergencia podría constituir una desviación de fondos, lo que redundaría en perjuicio del mejoramiento y progreso del Sistema de Emergencia   9-1-1 y el acceso de fondos federales o “grants” para estos fines. 


Así las cosas, el DSP hace un recuento de los estatutos federales que inciden en las regulaciones o guías que delinean la administración y las operaciones del Sistema   9-1-1; entre ellos el Communication Act of 1934, el Wireless Communications and Public Safety Act of 1999, el Ensuring Needed Help Arrives Near Callers Employing 9-1-1 Act of 2004 y el New and Emerging Technologies 9-1-1 Improvement Act of 2004. Entre ellas podemos resaltar que el Ensuring Needed Help Arrives Near Callers Employing 9-1-1 Act of 2004 sostiene en la Sección 102, sub-sección 3 que: “any funds that are collected from fees imposed on consumerbills for the purposes of funding 9-1-1 services or enhanced 9-1-1 should go only for the purposes for which the funds are collected”; así como que, la FCC requiere que cada estado le remita información en detalle sobre las cantidades recaudadas de los cargos, incluyendo las cantidades obligadas o comprometidas para cualquier propósito para el cual se destinen.


Sostiene que el New and Emerging Technologies 9-1-1 Improvement Act of 2004 faculta a la FCC a compilar una lista de información de contacto del punto de respuesta
de seguridad pública y otra información relacionada con los elementos del 9-1-1 para ayudar a los proveedores de servicios de voz habilitados para IP a cumplir con los requisitos impuestos por Ley, y para lograr que la información esté disponible para operadores de telecomunicaciones, operadores inalámbricos, proveedores de servicios de voz habilitados para IP u otros proveedores de servicios de emergencia, en aras de mejorar la seguridad pública. 
Así pues, la FCC solicita que los estados proporcionen información sobre si clasifican los gastos en Sistema del 9-1-1 como dentro del alcance de los gastos permitidos para los propósitos del 9-1-1, si gastaron dichos fondos y a cuánto asciende el gasto, puesto que tienen que presentar un informe anual al Congreso en el cual se detallan los usos de los fondos de los estados y territorios. Estos informes, entre otras cosas, identifican aquellos estados o territorios que utilizaron los fondos para subvencionar actividades no relacionadas al Sistema 9-1-1. No obstante, sostienen que cada estado determina la recaudación y el gasto de las tarifas del 9-1-1 dentro de su jurisdicción. Es decir, cada Estado determina como usaran los ingresos por tarifas del Sistema 9-1-1.

Respecto a este particular, concluyen que “[…] la FCC dirige un cuestionario a cada Estado con el fin de recopilar información, con el propósito de que se informe si utilizó los fondos del 9-1-1 únicamente para los fines permitidos bajo el estatuto estatal del Sistema 9-1-1, también surge información sobre qué usos se consideran permitidos bajo el estatuto y como dichos usos respaldan el servicio 9-1-1. De esta forma, la FCC establece qué desvíos o transferencias fueron realizadas conforme a la Ley. La FCC realiza una evaluación del uso de los fondos informados, para identificar si tienen suficiente vinculo o nexo con el Sistema 9-1-1, de forma tal que les permita determinar que fueron utilizados con el propósito de mejorar la eficiencia del Sistema.

Ahora bien, en cuanto al PSAJ, el DSP sostienen que, de acuerdo a la Ley 151-2014, conocida como “Ley para Establecer el Programa de Servicios con Antelación al Juicio y el Programa de Empresas de Adiestramiento y Trabajo en el Departamento de Corrección y Rehabilitación (en adelante, Ley 151-2014), el PSAJ tiene la responsabilidad de investigar y evaluar a todo imputado de ciertos delitos, a los fines de ofrecer a los tribunales sus recomendaciones en cuanto a la posibilidad de decretar la libertad provisional de un imputado, y los términos y condiciones de la fianza correspondiente. 


Afirman que, según la Exposición de Motivos de la medida, el PSAJ recopila información certera sobre sus participantes, lo que permite localizarlos con precisión, por lo que el PSAJ es quien está llamado a mantener una base de datos fidedigna y actualizada de sus participantes. Sin embargo, la medida propone que el Sistema 9-1-1 cree el banco de información confidencial de todos los participantes del PSAJ. Por consiguiente, el DSP concluye, entre otras cosas, que lo pretendido en la medida, de ser aprobada, el Sistema de 9-1-1 tendría que incurrir en gastos no permitidos por legislación federal aplicable. Por lo que, el DSP no favorece la aprobación del P. de la C. 750. 
DEPARTAMENTO DE CORRECIÓN Y REHABILITACIÓN

El DCR expone en sus comentarios que por virtud del Plan 2-2011 se creó el PSAJ con la responsabilidad de investigar y evaluar a todo imputado de ciertos delitos, a los 
fines de ofrecer sus recomendaciones a los Tribunales en cuanto a la posibilidad de decretar la libertad provisional al imputado, y la fijación de los términos y condiciones de la fianza correspondiente. A su vez, tiene el deber de supervisar el cumplimiento de las condiciones de libertad provisional de los participantes y colaborar con los tribunales y agencias para desarrollar programas que eliminen el encarcelamiento sumario innecesario.

Además, por virtud de la Ley 99-2009, según enmendada, conocida como “Ley del Programa de Vigilancia, Protección y Prevención para Atender los Casos de Violencia Doméstica Agravada”, se le delegó al PSAJ la responsabilidad de colocarle un dispositivo para la supervisión electrónica al imputado de incumplir ciertos artículos de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada, conocida como “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica” (en adelante, Ley 54) el mismo día de la vista de imposición de fianza.

Sostienen que el PSAJ lleva a cabo acciones para permitir el flujo de información con el Negociado de la Policía de Puerto Rico y que la intervención de esta con el imputado que viola la supervisión electrónica sea lo más pronta posible. Por lo que, primero, el PSAJ envía un listado a la División de Violencia Doméstica del Negociado de la Policía de Puerto Rico y a la Oficina de la Procuradora de las Mujeres con la información de todos los imputados por violación a la Ley 54, supra, con supervisión electrónica. Dicho listado se actualiza tan pronto se añade un nuevo imputado. Segundo, tan pronto ocurre una violación a las condiciones de la supervisión electrónica, los agentes del PSAJ se comunican con la víctima, el 9-1-1 y el Negociado de la Policía de Puerto Rico. Por tanto, el DCR no tiene objeciones a la aprobación del P. de la C. 750.
DEPARTAMENTO DE JUSTICIA

El DJ, luego de realizar un recuento de los propósitos en la ley del PSAJ y del DSP, sostuvo que la medida faculta al Comisionado de Sistemas 9-1-1 a adoptar y crear el banco de información propuesto. Sin embargo, es el PSAJ quien recibe y custodia la información provista por los imputados. Por lo tanto, establece que para evitar la duplicidad de esfuerzos debe ser el DCR, a través del PSAJ, quien debe establecer este banco de información y, luego de tomar las medidas para proteger la información confidencial, compartida con el Sistema 9-1-1. 


Aclaran que no todas las personas contra quienes se ha expedido una orden de protección al amparo de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada, conocida como “Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica” han sido imputados de delito. Por otra parte, manifiestan que el PSAJ tiene la responsabilidad de investigar y evaluar a todo imputado de ciertos delitos, a los fines de ofrecer sus recomendaciones con relación a los términos y condiciones de la fianza correspondiente. Como consecuencia, en los casos de violencia doméstica, el PSAJ solo tiene información sobre las víctimas y las personas contra las cuales se radicaron cargos criminales y también, de ordenes de protección. 

Aunque no observan impedimento para disponerlo tal como está redactado, aclaran también que la aplicación del P. de la C. 750 estará limitada a dichos casos y no a los casos que se emite una orden de protección, pero no se radica un caso criminal. 


Dicho lo anterior, sugieren unas enmiendas en cuanto a técnica legislativa y otros aspectos. Por lo que, se acogen las mismas, acogidas estas no observan impedimento para la aprobación del P. de la C. 750 y conceden deferencia al DSP y el DCR en sus comentarios. 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL


En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano certifica que el P. de la C. 750 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.
CONCLUSIÓN

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, en aras de atender las sugerencias de enmiendas a la medida sobre los aspectos traídos a su consideración por el DJ y el DSP, por lo que fueron atendidas y se incorporó al lenguaje de la medida para que fuera cónsono con sus propósitos. Por último, se incorporaron otras enmiendas en cuanto a sintaxis.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto de la Cámara 750, recomendando su aprobación con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.
Respetuosamente sometido,

Thomas Rivera Schatz
Presidente
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